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Resumen 

Las funciones administrativas a cargo la Superintendencia de Sociedades, son de suma 

importancia al momento de garantizar la adecuada operación de diferentes tipos de sociedades, 

dentro de las cuales se encuentra la Sociedad por Acciones Simplificadas. Por lo tanto, es 

importante identificar: ¿Cuál es la forma en la que la SuperSociedades interviene 

administrativamente a las S.A.S. y qué respaldo tiene desde el punto de vista legal y 

constitucional?  Para dicho fin se hará una revisión de la normatividad que regula el 

funcionamiento de la SuperSociedades respecto de las S.A.S., junto con las discusiones teóricas 

y jurisprudenciales que se han suscitado al respecto.  A partir de lo cual se encuentra que las 

acciones administrativas ejercidas por la SuperSociedades que transversalizan y propenden por 

el correcto funcionamiento de las S.A.S., son la inspección vigilancia y control. 
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Abstract 

The administrative functions entrusted to the Superintendency of Companies are extremely 

important when guaranteeing the adequate operation of different types of companies, among 

which is the Simplified Stock Company. Therefore, it is important to identify: What is the way in 

which the SuperSociedades administratively intervenes in the S.A.S. And what support does it 

have from the legal and constitutional point of view? For this purpose, a review of the regulations 

that regulate the operation of the SuperSociedades with respect to the S.A.S. will be made, 

together with the theoretical and jurisprudential discussions that have arisen in this regard. From 

which it is found that the administrative actions carried out by the SuperSociedades that 

mainstream and promote the proper functioning of the S.A.S., are inspection, surveillance and 

control. 

Keywords: Superintendency of companies, simplified joint stock company, administrative 

intervention, inspection, surveillance and control. 

 

1. Introducción. 

En Colombia la creación de empresa es respaldada desde todos los estamentos 

del Estado, en tanto se protege a la libertad de empresa y se reconoce la importancia 

que esta tiene dentro de la sociedad (Const., 1991, art. 333). De igual forma, se garantiza 

que las actividades para la realización de dichas empresas pueden ser desarrolladas de 

forma asociada (Const., 1991, art. 38). Esto ha promovido el surgimiento de diferentes 

modelos societarios, dentro del cual se destaca por su incidencia el de las Sociedad por 

Acciones Simplificadas, en adelante S.A.S., creada por la Ley 1258 de 2012, cuya 

protección se encuentra en cabeza de la suprema autoridad de la Rama Ejecutiva del 

Poder Público (Const., 1991, art. 189), misma que a su vez en virtud del fenómeno de la 

delegación ejerce dichas funciones por medio de la Superintendencia de Sociedades, en 

adelante SuperSociedades (Ley 1258, 2012, art. 45).  

De esta forma, la SuperSociedades ha recibido facultades de intervención 

administrativa, en desarrollo de las cuales representa al Estado en una tarea que implica 

regular una actividad inherente y básica de ser humano, como lo es la asociación, 

fenómeno que ha evolucionado a través del tiempo y que ha contribuido a resolver 
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situaciones a las cuales se ha enfrentado el hombre, el cual en búsqueda de satisfacer 

necesidades básicas como la alimentación, salud, entretenimiento, entre otras, ha dado 

origen a la creación de sociedades mercantiles, como las S.A.S. 

Es por esto por lo que la Asamblea Nacional Constituyente, introdujo en la 

Constitución Política de Colombia de 1991, diferentes preceptos orientados a la 

protección de este tipo de empresas, lo que ha dado paso a la creación de Leyes y 

Decretos que atienden el mismo fin, regulando la forma en la que se realizara su 

intervención administrativa por medio de la SuperSociedades. Igualmente, y debido a la 

jerarquía de las normas que regulan esta relación se ha venido elaborando jurisprudencia 

de la Corte Constitucional, que ha buscado dirimir los conflictos que surgen en torno a la 

misma. 

Es clara entonces la importancia que reviste la dinámica que se ha creado entre 

esta entidad estatal, y esta figura de constitución corporativa que representa gran interés 

para aquellos que conforman el sector privado. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que 

tan solo uno de estos dos actores es el encargado de definir la forma en la que se lleva 

a cabo esta interacción, por medio del poder público que crea la facultad de la 

SuperSociedades de intervenir administrativamente a las S.A.S., puede dudarse del 

respaldo que tiene la forma en que se ejerce dicha labor al querer determinar si esta 

entidad está cumpliendo con los fines constitucionales y legales que dan origen a su 

creación. 

 Así, la formulación del problema del presente proyecto de investigación se 

presenta en la siguiente pregunta: ¿Cuál es la forma en la que la SuperSociedades 

interviene administrativamente a las S.A.S. y qué respaldo tiene desde el punto de vista 

legal y constitucional?  

Por lo tanto, los actores que intervienen en las diversas acciones que ejecuta la 

SuperSociedades encontraran un paralelo entre las causas que dieron origen a las 

mismas y la naturaleza de los procesos a través de los cuales se ejecutan dichos fines.   

En este sentido, se considera pertinente señalar que para la realización del 

presente escrito se utilizó la metodología cualitativa, basada en la revisión de la 
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normatividad que regula el funcionamiento de la SuperSociedades respecto de las 

S.A.S., junto con las discusiones teóricas y jurisprudenciales que se han suscitado al 

respecto. 

Es así como este artículo se compone de las siguientes secciones: 

Fundamentación teórica que a su vez hace un recorrido por los antecedentes históricos 

de la SuperSociedades, el derecho de asociación y las S.A.S.; marco referencial, el que 

describe la intervención administrativa del estado en el sector privado y el derecho de 

sociedades. Finalmente, se presentan la discusión de resultados y las conclusiones. 

 

2. Fundamentación Teórica. 

2.1. Antecedentes. 

A continuación, se expondrán antecedentes de tipo histórico con el fin de 

comprender de forma integral el fenómeno de la intervención de la SuperSociedades 

Sobre las S.A.S. Para esto se mencionará los principales acontecimientos relacionadas 

con la creación y transformación de la SuperSociedades, para identificar como ha 

cambiado la forma en la que esta entidad ha intervenido en sociedades mercantiles 

desde el momento de su creación. También, se mencionará el origen del derecho de 

asociación para facilitar el entendimiento de este derecho en el ordenamiento jurídico 

Colombiano, y como este ha creado garantías para la participación ciudadana en formas 

de asociación como las S.A.S. Finalmente, se mencionará aspectos del desarrollo de las 

S.A.S., para profundizar sobre la importancia de esta forma de asociación y así entender 

por qué es significativo el estudio de la intervención de la SuperSociedades sobre este 

tipo de sociedad mercantil.   

2.1.1. Superintendencia de Sociedades. 

 En 1931, se creó la Superintendencia de Sociedades Anónimas, encargada en 

dicho momento de velar por la ejecución de las leyes y decretos que se relacionen con 

las sociedades anónimas, con excepción de los establecimientos bancarios (Ley 58, 

1931, art. 1); institución que conservó dicha estructura hasta el año 1967, fecha en la 
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cual se le asignó la vigilancia de las personas jurídicas de cualquier naturaleza, en cuyo 

capital participara inversión extranjera, con excepción de las sometidas al control de la 

Superintendencia Bancaria (Decreto Ley 688, 1967, art.125). Esta situación conllevó al 

cambio del nombre de la entidad, por lo que pasó a llamarse Superintendencia de 

Sociedades, nombre que conserva en la actualidad (Decreto Ley 3163, 1968, art. 1). 

 A partir de ese momento la SuperSociedades sufre diferentes transformaciones, 

propias de las diversas problemáticas políticas y administrativas por las que atravesó el 

país y que conllevaron a la promulgación de la nueva Constitución de 1991, la cual a su 

vez modificó su estructura, retirando algunas funciones que se consideraron para el 

momento propias de la naturaleza de otras entidades y agregó funciones relacionadas  

con la promoción de sociedades que registraran problemas en sus niveles de solvencia, 

liquidez o endeudamiento.  

Estas funciones buscan la presentación de planes tendientes a mejorar dicha 

situación, en especial cuando los problemas en materia de solvencia, liquidez o 

endeudamiento puedan afectar a terceros.  

Esta atribución es de vital importancia para la Superintendencia, por cuanto es un 

adecuado instrumento para prevenir que una sociedad llegue a una situación 

deficitaria que la ubique ad portas de una insolvencia. Adicionalmente, se reconoció 

que el bien jurídico a proteger, es la empresa y no solo el socio y la persona jurídica 

como tal. (Vélez Cabrera, 2012, p. 10) 

Dicha transformación respondió de forma directa a diferentes disposiciones 

esbozadas en la Constitución Política de 1991, convirtiendo a la SuperSociedades en 

una herramienta para la materialización de los fines del estado, es así como en la 

actualidad el artículo 7 del Decreto No. 1736 del 22 de diciembre de 2020, define que la 

Superintendencia de Sociedades tendrá las funciones establecidas en el Decreto 410 de 

1971, el Decreto 1746 de 1991, la ley 222 de 1995, la ley 363 de 1997, la ley 446 de 

1998, el Decreto 1517 de 1998, el Decreto 1818 de 1998, la ley 550 de 1999, la ley 603 

de 2000, el Decreto 2080 de 2000, la ley 640 de 2001, el Decreto 1844 de 2003, la ley 

1116 de 2006, la ley 1173 de 2007, la ley 1258 de 2008, el Decreto 4334 de 2008, la ley 

1314 de 2009, Ley 1429 de 2010, la ley 1445 de 2011, la ley 1450 de 2011, el Decreto 
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19 de 2012 y aquellas que modifiquen o adicionen las anteriores, así como las demás 

que le señalen las normas vigentes y las que le delegue el Presidente de la República, 

dentro de las cuales se destacan funciones administrativas y jurisdiccionales, haciendo 

claridad que en el presente articulo solo se trataran las primeras para efectos de analizar 

los mecanismos de intervención de esta entidad en las S.A.S.  

 

2.1.2. Derecho de asociación.  

En las primeras formas de organización del ser humano surgieron diferentes 

necesidades básicas, dentro de las cuales destacó el querer del hombre de asociarse 

con las personas que conformaban su entorno, esto con el fin de realizar actividades más 

complejas de las que se pudiesen realizar de forma individual.  

Por este motivo, en la historia encontramos diferentes formas de asociación, la 

primera de ellas fue la de las Hordas, organización en la cual las personas se unían 

instintivamente para suplir las necesidades de una manera más fácil, como conseguir 

alimentos, cazar y defenderse de los animales. Después, aparecieron los Clanes, aquí 

las personas ya se consideraban parientes por sangre. Posteriormente surgieron las 

Fratrias, que simplemente eran la unión de varios Clanes. La suma de varias Fratrias 

daba lugar a la Tribu, sin embargo, cada tribu se dividía en dos Fratrias con el objetivo 

de repartir el territorio; y de estas con el paso del tiempo llega la familia primitiva y el 

patriarcado (González y Guzmán, 2014). 

Entonces, podemos ver como desde el inicio de la civilización el hombre siempre 

ha buscado la manera de asociarse, buscando unir esfuerzos, reducir costos y así lograr 

la materialización de los objetivos comunes. Esta situación no ha sido ajena al contenido 

de la legislación internacional, en tanto podemos encontrar la consagración del derecho 

de asociación en textos de gran importancia como lo son La Declaración Universal de 

los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles, la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes Del Hombre, entre otros. 

El Estado Colombiano no es ajeno a la inclusión de este derecho en su 

ordenamiento jurídico, en tanto el país garantiza el derecho de libre asociación para el 
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desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad (Const., 

1991, art. 38). Estableciendo tal garantía en la posibilidad que tiene toda persona de 

crear o adherirse libremente a una asociación, y a través de la misma desarrollar aquellas 

actividades para la cual fue creada, siempre y cuando su proceder sea lícito. (Corte 

Constitucional, 2003). Esto muestra que este derecho, en línea con acontecimientos 

históricos y posiciones de diferentes países, ha adquirido la importancia de las normas 

de más alta jerarquía dentro del ordenamiento jurídico y ha garantizado que la personas 

puedan asociarse en diversas formas, dentro de las cuales se encuentran estructuras 

como la de las S.A.S., por lo que el estudio de sus vertientes y formas de expresión está 

directamente relacionado con el cumplimiento de los fines del Estado y la forma en la 

que realiza su intervención.  

2.1.3. Sociedad por Acciones Simplificadas.  

En Colombia existen diversos tipos de sociedades mercantiles, dentro de las 

cuales destaca por sus características la S.A.S., creada por la Ley 1258 de 2008, siendo 

esta una figura relativamente nueva dentro del derecho societario en Colombia, que 

precedida por la ley 222 de 1995, la ley 1014 de 2006 y el decreto reglamentario 4463 

de 2006, ha implicado un avance significativo a la hora de hacer negocios comerciales y 

a la fundación de empresa en el país, con una única limitante, la no participación en 

bolsa, pero, con un amplio margen de maniobra frente a otras empresas, situaciones que 

obedecen a las bases que establecieron la estructura de su creación, en el siguiente 

entendido:  

Las Fuentes que se utilizaron en la creación de la Sociedad por Acciones 

Simplificada SAS son esencialmente anglosajonas particularmente de la Sociedad 

de Responsabilidad Limitada (LLP) y la Sociedad Colectiva con Limitación de 

Responsabilidad (LLC) americanas, se toma el nombre y la estructura de la 

Sociedad por Acciones Simplificada SAS Francesa y se revisan otras legislaciones 

en busca de características sencillas, flexibles e innovadoras. (Guevara Cadena, 

2019, p. 16) 

Si bien el hecho de que la estructura de esta sociedad tenga bases sólidas y 

verificadas que han sido aplicadas en diferentes países, es un indicador de confianza, 
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esto no asegura beneficios en la aplicación de sus disposiciones para Colombia, por lo 

que existieron diferentes retos al momento de generar su adecuación a la legislación, 

como lo explica el doctor Baena Cárdenas: 

La idea que subyace, entonces, a la incorporación de la Sociedad por acciones 

Simplificada dentro del ordenamiento jurídico colombiano no es otra que la de 

acoger una tendencia que ha venido rigiendo a nivel mundial en el derecho 

societario contemporáneo, consistente en permitir un mayor campo de acción a la 

autonomía de la voluntad de quienes hacen uso de estas figuras jurídicas en el 

desarrollo de sus actividades, buscando en todo caso guardar un equilibrio con 

ciertas normas de orden público que permitan el control y supervisión por parte de 

los entes de control del Estado. Se pretende, entonces, que la autonomía de la 

voluntad de los asociados prime sobre las exigencias de índole legal contenida en 

el Código de Comercio, de suerte que las cláusulas estatutarias se ajusten a la 

forma que más le convenga al negocio. (Baena Cárdenas, 2009, p. 219). 

También, ha de decirse que los cambios que se han presentado a nivel mundial 

están encaminados a la facilitación de nuevos intercambios comerciales, lo que conlleva 

a una flexibilización de las normas: 

Aunque la tendencia actual apunta hacia la creciente reducción de preceptos 

imperativos, lo cierto es que aún hoy se reconoce la necesidad de mantener 

ciertas normas de orden público para regir las relaciones entre accionistas, 

administradores y terceros. Tal necesidad es particularmente apremiante 

tratándose de aquellas sociedades cuyas acciones se negocian en mercados 

públicos de valores. La protección de accionistas y suscriptores de títulos de 

deuda, así como de los terceros interesados, demanda garantías específicas que 

no suelen alcanzarse por medio de mecanismos meramente convencionales 

(Reyes Villamizar, 2009, p. 81). 

Ahora bien, el estudio sobre la creación de la S.A.S., en el contexto 

latinoamericano lleva a entender las realidades de cada país frente a las demandas del 

mundo actual, entendiendo que los intercambios culturales, comerciales y económicos 

se hacen ahora de forma virtual, contemplando la apertura de los mercados y la 
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concreción de negocios a solo un clic. Esto implica que cada vez más individuos intentan 

formalizar sus actividades económicas y no quedarse solamente en lo estructural como 

freno para su desarrollo, dinámica dentro de la cual se encontraron diversos beneficios 

tales como: 

Dentro de las innovaciones más relevantes que se proponen en el proyecto debe 

resaltarse la posibilidad de creación por acto unipersonal, la constitución por  

documento privado, el carácter constitutivo de la inscripción en el registro 

mercantil, la limitación de responsabilidad por obligaciones sociales –incluidas las 

derivadas de impuestos y obligaciones laborales–, la posibilidad de desestimación 

de su personalidad jurídica en hipótesis de fraude o utilización abusiva, la 

posibilidad de objeto indeterminado, término de duración indefinido, amplia 

libertad en la organización de la sociedad, abolición de la revisoría fiscal 

obligatoria, clasificación de acciones, voto múltiple, abolición de la pluralidad para 

quórum y mayorías decisorias –incluidas las reuniones de segunda convocatoria-

, la posibilidad de renunciar al derecho a ser convocado a reuniones de la 

asamblea, regulación específica de la teoría del abuso del derecho en 

determinaciones de asamblea –incluidos los abusos de mayoría, minoría y 

paridad–, votación por principio de simple mayoría, libertad de proporción entre 

capital autorizado y suscrito, plazo amplio de dos años para el pago del capital sin 

sujeción a proporción definida de cuota inicial, amplia efectividad de acuerdos de 

accionistas – incluida la posibilidad de hacer valer la ejecución específica de las 

prestaciones pactadas–, supresión de prohibiciones a los administradores 

sociales y de los límites para la distribución de utilidades, posibilidad de 

arbitramento para resolver todos los asuntos, incluidas las acciones de 

impugnación de determinaciones de asamblea o junta directiva. (Reyes Villamizar, 

2009, p. 86). 

Esto da a conocer la amplitud de la norma y de cómo esta se puede aplicar en los 

estatutos de cada S.A.S., los limitantes que tienen los socios y el alcance de la 

SuperSociedades a la hora de revisar este tipo de empresas. 
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La propuesta apunta a una transformación radical de muchas de las estructuras 

legales vigentes con el fin de ponerlas a tono con las concepciones 

contemporáneas y, sobre todo, con las necesidades de los empresarios. Se trata, 

en esencia, de facilitar la creación y el funcionamiento de nuevas sociedades, de 

favorecer la innovación empresarial y de mejorar la competitividad del sistema 

económico. (Reyes Villamizar, 2016, p. 3). 

De esta forma, este modelo societario hace más viable la creación de empresa y 

busca reducir en su máximo esplendor la burocracia, lo que explica la importancia de las 

S.A.S, y lo significativo que resulta el estudio de la forma en la que las SuperSociedades 

las interviene.     

 

2.2. Marco Conceptual. 

A continuación, se expone la base referencial del artículo, en el cual se especifican 

conceptos relacionados con la intervención administrativa del estado en el sector privado 

y el derecho de sociedades, dando lugar a entender la importancia que estos tienen al 

estudiar la forma en la que la SuperSociedades interviene sobre las S.A.S. 

2.2.1. Intervención administrativa del estado en el sector privado.  

Se ha establecido que el ser humano por su naturaleza tiene la necesidad de 

convivir en sociedad con el fin de realizar trabajos de mayor complejidad, situación que 

Durkheim relaciona con el origen del Estado al considerar que hay división del trabajo 

cuando una sociedad alcanza un grado de desarrollo tal que se produce un 

desdoblamiento de las tareas productivas. Así, se produciría una diferenciación 

ocupacional en la que funciones y tareas productivas quedan asignadas a personas 

distintas (Durkheim,1893). 

Esto muestra entonces, desde su origen, la correlación que existe entre el Estado 

y las tareas productivas que desarrollan las personas en la sociedad, lo que explica que, 

en Colombia la Constitución de 1991, haya querido consignar de forma expresa las 
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disposiciones generales y fundamentales que componen este vínculo en tanto contempla 

que:  

La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del 

bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 

autorización de la ley. La libre competencia económica es un derecho de todos que 

supone responsabilidades. La empresa, como base del desarrollo, tiene una 

función social que implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones 

solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. El Estado, por mandato de la ley, 

impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará 

cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el 

mercado nacional. La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así 

lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. (Const., 

1991, art. 333) 

De esta forma, no solo se reconoce la existencia de esta relación, sino que se 

atribuyen responsabilidades reciprocas, en tanto se compromete al Estado en la tarea 

de evitar que se obstruya el derecho al desarrollo de la libertad de empresa, el cual podrá 

ejercerse dentro de los límites del bien común. Se generó así una línea entre la ejecución 

de las actividades de estos dos sectores, los cuales deben conservar armonía, pues el 

exceso en una de ellas puede generar el fracaso de la otra, al considerar que:  

La contribución del sector privado al crecimiento y al desarrollo está fuertemente 

condicionada por el entorno bajo el cual opera. Este entorno en el que se definen 

las interrelaciones entre lo público y lo privado es un concepto tan amplio y ambiguo 

como trascendental. (Arbeláez R y Meléndez A., 2006, p. 7) 

Esta dinámica cobra gran relevancia a la hora de definir aspectos trascendentales en el 

desarrollo de ambos sectores, definiendo asuntos de gran relevancia como el de la 

organización económica del país. Encontramos de esta forma que la relación y la 

intervención del estado en el sector privado en Colombia, han llevado al país a desarrollar 

un sistema económico mixto, debido a que hay participación del Estado y las empresas 

en el sistema económico. 
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  El desarrollo capitalista se da sobre la base de la transformación del producto 

excedente en nuevo capital. Se trata de un proceso espontáneo: el excedente está 

fragmentado y controlado, principalmente, por las empresas quienes tienen a su 

cargo las decisiones de producción e inversión (qué producir, cómo hacerlo y en 

qué cantidad). No existe una entidad social que distribuya conscientemente los 

recursos entre las ramas productivas de acuerdo, por ejemplo, a ciertos criterios 

sociales, fijados democráticamente. La acumulación a pesar de su aparente 

anarquía y atomización no es un proceso irracional, sujeto al azar, y por tanto 

ininteligible, Tiene por el contrario una cierta lógica: el excedente tiende a 

capitalizarse en los sectores cuya rentabilidad es más alta y que están frente a una 

demanda en expansión. Paralelamente la formación de nuevo capital va alterando 

la estructura y productividad media de la economía y con ellas el carácter y peso 

relativo de las clases sociales y sus términos de intercambio. 

(…)  

Ciertamente es legítimo, en una primera aproximación, analizar el desarrollo como 

acumulación de capital, tratando a las clases sociales como objetos a explicar, sin 

embargo, las clases sociales se constituyen en fuerzas políticas; toman conciencia 

de sus intereses en el terreno de la ideología y se organizan en partidos. Como 

fuerzas políticas las clases sociales formulan y sostienen determinados proyectos 

de desarrollo, Precisamente, uno de los puntos que define un proyecto es el alcance 

y racionalidad de la intervención del Estado en la Economía. (Portocarrero, 1978, 

p.78). 

Esta implicación conlleva a la necesidad de que se establezcan mecanismos de 

intervención del Estado sobre las diferentes formas de organización empresarial del 

sector privado, dentro de las cuales encontramos a las S.A.S.  

2.2.2. Derecho de sociedades. 

El derecho de sociedades se especializa en la aplicación de las leyes que rigen o 

afectan a las sociedades empresariales y a quienes bajo contrato sean parte de estas, 

también, se debe comprender que, en Colombia, esta especialidad se destaca para 
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ayudar a los creadores de sociedades a que su actividad comercial se base en el respeto 

a las normas dictadas por el Código del Comercio; se enmarca entonces este propósito 

en el cuidado de la sociedad empresarial, por el cual, se propende que la creación, fusión, 

venta de acciones, cambios, comercialización o compra, en cada compañía estén bajo 

los lineamientos legales y se cuide tanto su buen nombre como su correcto 

funcionamiento. 

En síntesis, el derecho de sociedades puede ser caracterizado como el derecho 

de las agrupaciones de personas constituidas contractualmente para la promoción de 

fines comunes posibles y lícitos mediante el cumplimiento de las respectivas obligaciones 

de colaboración que, al efecto, contraen los asociados. (Alonso Espinosa, 2011, p. 2) 

Por lo tanto, y considerando el papel que los asociados desempeñan respecto del 

ámbito de aplicación de esta área del derecho, se evidencia que el derecho societario 

reconoce en los empresarios a sujetos autónomos, que pueden decidir sobre su 

compañía, aportando al crecimiento mutuo, como puede verse desde el inicio de la 

constitución de las sociedades en una circunstancia tan básica y a la vez fundamental 

como lo es la denominación de la sociedad.  

La denominación de la sociedad puede ser subjetiva (incluye el nombre de una o 

varias personas o de uno o varios socios), objetiva (incluye alusiones a las 

actividades que integran su objeto social), mixta (cuando incorpora 

simultáneamente menciones objetivas y subjetivas) o bien de fantasía (ni incluye 

referencia a la identidad de sus socios ni a las actividades que forman parte del 

objeto social) a voluntad de la propia sociedad que tiene libertad a la hora de elegir 

la denominación (Álvarez Rubio, 2016, p. 53). 

Es así como el derecho societario busca respetar desde lo más básico el derecho 

a la libertad de empresa y crea diferentes responsabilidades para las diferentes personas 

que la establecen, por lo que los socios que conformen este tipo de empresa deben 

responder tanto económicamente como legalmente por la misma, para que sea equitativo 

frente a los otros integrantes, dictando que para que los contratos de asociados tengan 

validez, esencialmente deben cumplir con el consentimiento de las partes, que estas 

tengan capacidad para obligarse y que las obligaciones tengan un objetivo y causa 
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legales (Álvarez Rubio, 2016, p. 22)., fomentando la igualdad entre todos y el mismo 

espíritu de compromiso. Cabe mencionar que el derecho respalda la creación de las 

sociedades, para que desde lo legal todo sea comprobable, ejecutable y vigilado según 

las normas establecidas.  

En ese sentido, el derecho societario, está en la obligación de ayudar a los 

fundadores de la sociedad a delimitar los parámetros de la misma, en conformidad a las 

leyes, por lo cual tanto la actividad económica como, los gastos que suponga la misma 

deben comulgar con lo legal, fomentando el uso correcto de los recursos, por lo que, la 

actividad económica que se desarrollará en las S.A.S. debe estar correctamente 

señalada y delimitada en los estatutos sociales con el fin de definir el alcance del poder 

y de actuación de la administración (Álvarez Rubio, 2016, p. 56), para que de esta forma 

se dé transparencia a los órganos de control ante cualquier revisión de la que deba ser 

objeto la empresa.   

Esto muestra lo determinante que es el derecho de sociedades en la compleja 

relación que existe entre entidades del Estado y las sociedades comerciales por lo que 

es claro entonces como el derecho de sociedades hace aportes y es determinante a la 

hora componer la forma en la que se realiza la intervención del Estado en las sociedades 

comerciales, como las S.A.S.  

 

3. Discusión de Resultados. 

A lo largo de este artículo se han mencionado los antecedentes del derecho de 

asociación, las S.A.S., y las SuperSociedades, así mismo, se ha acudido a la importancia 

de conceptos como la intervención administrativa del estado en el sector privado y el 

derecho de sociedades, para de esta forma analizar la intervención administrativa de la 

SuperSociedades sobre las S.A.S. 

En esta sección se exponen las funciones administrativas de la SuperSociedades 

para comprender la delimitación respecto del tipo de intervención que se analiza, también 

se identifican los mecanismos a través de los cuales la SuperSociedades en 

cumplimiento de sus funciones administrativas interviene a las S.AS. Por último, se 
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comentarán hallazgos respecto del respaldo constitucional de la relación entre estas dos 

figuras.  

3.1. Funciones administrativas de intervención de la SuperSociedades sobre 

las S.A.S.  

Como se ha mencionado, la SuperSociedades actualmente tiene diversas 

funciones a su cargo, dentro de las cuales destacan las administrativas, entendiéndose 

estas como el conjunto de actividades y funciones que cumplen las entidades estatales 

en aras de satisfacer las necesidades generales de los ciudadanos de acuerdo con la 

Constitución y la ley (Departamento Administrativo de la Función Pública, 2019),  

diferenciándose estas de las funciones jurisdiccionales en tanto estas últimas componen 

la potestad del Estado para declarar el derecho aplicable a un caso determinado, el cual 

no puede ser objeto de solución de manera espontánea (Ortega, 2009), lo cual es 

pertinente mencionar para entender las funciones que se desarrollaran en el presente 

artículo.  

Teniendo en cuenta el criterio anterior, es necesario señalar las siguientes 

funciones de la SuperSociedades: 

- Ejercer, de acuerdo con la ley, la inspección, vigilancia y control sobre las 

sociedades comerciales, sucursales de sociedad extranjera, empresas 

unipersonales y cualquier otra que determine la ley. 

-  Solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y 

términos que ella determine, la información que requiera sobre la situación 

jurídica, contable, económica o administrativa de cualquier sociedad no vigilada 

por la Superintendencia Financiera de Colombia, o sobre operaciones 

específicas de la misma. Respecto de estas sociedades la Superintendencia de 

Sociedades podrá de oficio practicar investigaciones administrativas. 

-  Velar que los entes económicos bajo inspección, vigilancia o control, así como 

sus administradores, funcionarios y profesionales de aseguramiento de 

información, cumplan con las normas en materia de contabilidad y de 
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información financiera y aseguramiento de información. (Decreto 1736, 2020, 

art. 7) 

De esta forma, se identifican las funciones que transversalizan la intervención 

administrativa de la SuperSociedades sobre las S.A.S. 

3.2. La SuperSociedades y los mecanismos de intervención administrativa 

sobre las S.A.S.  

Dada la limitada información que se encuentra sobre los mecanismos de control 

se solicitó a la SuperSociedades un informe que diera cuenta de los mecanismos a través 

de los cuales realizara su intervención administrativa las S.A.S. De acuerdo con dicha 

respuesta se expondrán las ideas centrales frente al Oficio No. 220-077468: 

1. Las sociedades por acciones simplificadas, creadas por la Ley 1258 de 2008, 

no están como tal obligadas a efectuar ningún registro, ni informar acerca de su 

constitución ante esta Entidad, independientemente de la forma como se 

encuentre conformado su capital social, lo que igualmente se predica de las 

sociedades de otro tipo que después de constituidas hayan adoptado la forma 

legal mencionada en virtud de un proceso de transformación o, de cualquiera otro 

mecanismo de integración patrimonial que hubiere dado lugar a la creación de las 

mismas. 

2. En relación con la transformación de una sociedad cualquiera al tipo de las SAS, 

cabe observar que ésta constituye una reforma estatutaria que por sí misma no 

comporta la intervención de esta Superintendencia, lo que implica que ni la 

adopción de la determinación por parte del órgano social competente, ni la 

definición de las cláusulas que hayan de adoptarse exigen su anuencia ni 

validación, salvo el caso de las sociedades sometidas a control, en los términos 

del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, las cuales sí requieren autorización previa 

para solemnizar ésta como cualquiera otra reforma de los estatutos que se 

efectúe. 

3. Uno de los aspectos relevantes en el marco normativo de las SAS, es la 

posibilidad de ejercer la más amplia autonomía contractual en la redacción de los 
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estatutos sociales; en esencia se trata de permitir que los asociados a su 

discreción definan las reglas bajo las cuales se han de manejar los asuntos 

relacionados con la organización y funcionamiento de la sociedad, lo que explica 

que las disposiciones contenidas en la ley citada tengan un carácter 

eminentemente dispositivo que pueden ser reemplazadas por las reglas que 

acuerden los asociados (Superintendencia de Sociedades, 2011) 

De esta misma forma, se hace referencia al Oficio 220-142240, en el que indica lo 

pertinente a sus funciones como superintendencia para el control que esta como árbitro 

puede tener sobre una S.A.S., procediendo a transcribir lo puntualmente importante, de 

lo cual aclaran que: 

1. La inspección consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades 

para solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y 

términos que ella determine, la información que requiera sobre la situación 

jurídica, contable, económica y administrativa de cualquier sociedad comercial no 

vigilada por la Superintendencia Bancaria (hoy Superintendencia Financiera de 

Colombia) o sobre operaciones específicas de la misma. 

2. La vigilancia consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades 

para velar por que las sociedades no sometidas a la vigilancia de otras 

superintendencias, en su formación y funcionamiento y en el desarrollo de su 

objeto social, se ajusten a la ley y a los estatutos. 

3. El control consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades para 

ordenar los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden 

jurídico, contable, económico o administrativo de cualquier sociedad comercial no 

vigilada por otra superintendencia, cuando así lo determine el Superintendente de 

Sociedades mediante acto administrativo de carácter particular. 

(Superintendencia de Sociedades, 2010). 

Dejando entonces claro que si bien la SuperSociedades estará siempre atenta a 

los llamados que hagan los interesados de dirimir un conflicto entre asociados, clientes, 

empleados o proveedores, también está facultada para hacer control ocasional de 
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cualquier sociedad, entendiendo entonces que, las S.A.S. están propensas a ser 

revisadas en cualquier momento; también recae entonces sobre la misma 

superintendencia la facultad de ser vigilante para que las S.A.S. estén siempre dentro de 

la ley y que las mismas cumplan con sus objetivos de fundación, para dar garantía a que 

la actividad económica que allí se desarrolle esté dentro de la legalidad, asimismo, como 

que sea consecuente con sus estatutos. 

Entonces, si de ejercer control se trata, la SuperSociedades, debe garantizar la 

correcta aplicación de la norma y con ello que todo conflicto en el que ella sea mediadora 

cumpla con los requerimientos legales a los que compete y así corregir las falencias que 

cualquier asociado pueda incurrir de manera premeditada, deliberada o por 

desconocimiento. Por eso, la SuperSociedades puede realizar inspección, un control 

ocasional con el que esta entidad podrá solicitar bajo sus lineamientos información 

administrativa, económica, jurídica y contable; la vigilancia la llevará a cabo para 

garantizar que las empresas que no están vigiladas por otras superintendencias se 

ajusten a los estatutos y a las leyes; así como, realizará el control debido para que las 

empresas logren subsanar conflictos de orden administrativo, jurídico, contable o 

económico (Superintendencia de Sociedades, 2021).  

Para completar, se expone el concepto emitido por la SuperSociedades en memorando 

220-006683 del 21 de julio de 2015, donde se señala: 

1. El artículo 82 de la Ley 222 de 1995, consagra que la Superintendencia de 

Sociedades por delegación del Presidente de la República, ejerce, la inspección, 

vigilancia y control de las sociedades comerciales, en los términos que definan 

las normas vigentes pertinentes. 

2. El objeto de la inspección se encuentra desarrollada en el artículo 83 de la 

citada Ley, donde se resalta que ésta se ejerce de manera ocasional y no 

permanente, sobre las sociedades comerciales no vigiladas por la 

Superintendencia Financiera de Colombia. 

3. La Ley 1258 del 5 de diciembre de 2008, “Por medio de la cual se crea la 

sociedad por acciones simplificada”, en su artículo 3 establece de manera expresa 

y sin ambigüedades que “La sociedad por acciones simplificada es una sociedad 
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de capitales cuya naturaleza será siempre comercial, independientemente de las 

actividades previstas en su objeto social. Para efectos tributarios, la sociedad por 

acciones simplificada se regirá por las reglas aplicables a las sociedades anónimas” 

(el resaltado es nuestro). 

4. El inciso final del artículo 45 ibídem, determina que dichas sociedades 

estarán sujetas a la inspección, vigilancia y control de la Superintendencia de 

Sociedades, según las normas legales pertinentes. 

5. Es claro que toda sociedad por acciones simplificada por el solo hecho de 

serlo, es una sociedad de naturaleza comercial y se encuentra sometida a la 

inspección, vigilancia o control de la Superintendencia de Sociedades, salvo que 

esté vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia. (Superintendencia 

de Sociedades, 2015). 

 

3.3. Respaldo constitucional de las funciones de la SuperSociedades y de 

las S.AS.  

Se han mencionado las funciones administrativas de las SuperSociedades, 

concernientes al objeto bajo estudio y los mecanismos a través de los cuales las ejerce 

en torno a la intervención administrativa que recae sobre las S.A.S., respecto de los 

cuales la Corte Constitucional, en Sentencia C – 233/97, precisa: 

La ley prohíja la distinción entre los conceptos de inspección, vigilancia y control, 

cada uno de los cuales apareja un repertorio de facultades que la 

Superintendencia de Sociedades podrá ejercer, según el supuesto de que se trate 

y dependiendo, de manera primordial, de la magnitud de las dificultades que la 

sociedad sometida a fiscalización presente.  

(…) 

La fiscalización gubernamental que cumple la Superintendencia de Sociedades es 

paulatina y tiene en cuenta el estado de la sociedad fiscalizada, ya que 

dependiendo del grado de dificultad en que se halle se determina la intensidad del 

escrutinio y, de acuerdo con ello, del catálogo de facultades normativamente 
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señaladas se escogen las que han de ser aplicadas, todo con miras a que se 

consolide un propósito de recuperación y conservación de la empresa. Entre 

mayor sea el nivel de gravedad que la Superintendencia de Sociedades, en uso 

de sus atribuciones, pueda detectar, más contundentes resultan los mecanismos 

de acción con que la entidad cuenta para tratar de superar la situación que, 

cuando es crítica autoriza la asunción de las atribuciones propias del estadio de 

control, siendo todavía viable, dentro del esquema de gradualidad, la 

implementación de medidas de diverso signo, dependiendo de las posibilidades 

de recuperación que el análisis concreto de la sociedad muestre (Corte 

Constitucional, 1997) 

Ahora bien, en un análisis de la constitucionalidad de la severidad de estos 

mecanismos de inspección vigilancia y control a la luz de lo que contempla el artículo 20 

de la Ley 1778 de 2016, que otorga facultades a la SuperSociedades, la Corte 

Constitucional en Sentencia C – 165/19, mantuvo su posición al señalar que: 

Las facultades administrativas otorgadas a las superintendencias por virtud de lo 

dispuesto en el artículo 59.4 de la Ley 1480 de 2011 y el artículo 20 de la Ley 1778 

de 2016 no son contrarias a la Constitución, siempre que las mismas sean ejercidas 

a la luz de lo dispuesto en el CPACA y en el CGP, por cuanto: (i) el CPACA y el 

CGP permiten integrar el régimen normativo aplicable a las facultades 

administrativas de las superintendencias en lo relativo a: (a) los medios de prueba 

que pueden ser practicados; (b) el trámite aplicable al ejercicio de las facultades 

administrativas, y en particular, al decreto y práctica de pruebas; y (c) el régimen 

de impugnación y control de los actos administrativas que se profieran en el marco 

de las investigaciones; (ii) las atribuciones de las mencionadas superintendencias 

en las disposiciones demandadas están delimitadas en cuanto al objeto y tema de 

la prueba pues tienen como finalidad que en el curso de investigaciones 

administrativas adelantadas por la SIC y la Superintendencia de Sociedades, pueda 

determinarse el cumplimiento de las normas de protección al consumidor (en el 

caso particular de las normas demandadas) y de aquellas que prohíben el soborno 

transnacional; y (iii) las visitas de inspección no son diligencias o actuaciones cuya 
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práctica requiera autorización judicial previa o control de legalidad posterior, por lo 

cual, no vulnera el derecho al debido proceso que las visitas de inspección sean 

realizadas sin previa notificación a los investigados (Corte Constitucional, 2019) 

Por otra parte, la Corte Constitucional se ha valido de algunas sentencias para 

respaldar la creación de las SAS, con el latente propósito de preservar la fundación de 

empresa y la protección de la persona jurídica como parte fundamental para fomento del 

empleo; de esta manera hace valer el derecho de los asociados o de las personas 

naturales de invertir sus capitales, con el claro propósito de beneficiar y beneficiarse, 

manifestado en la Sentencia C-090/14, que reza de la siguiente forma: 

….la jurisprudencia de la Corte ha reconocido que el límite al monto de los aportes 

no constituye una vulneración por parte de la ley de los derechos laborales o 

sociales, por cuanto le está permitido al Legislador dentro de la libertad de 

configuración determinar las características de las formas de asociación, así como 

los eventos en los que existe una extensión de la responsabilidad solidaria o la 

intercomunicación del patrimonio de los socios con el de la sociedad derivado del 

fraude o abuso del derecho. El legislador quiso dotar a la empresa y a la economía 

de una herramienta más ágil y flexible en cuanto a su constitución, composición y 

funcionamiento en comparación de las otras formas de asociación, con el fin de 

modernizar el derecho societario, hacer la industria más competente e incentivar 

el desarrollo del país. La separación del patrimonio de la sociedad y de los 

accionistas obedece a un propósito constitucional consistente en permitir el flujo 

de capital, la inversión y la estimulación del desarrollo empresarial del país, de 

conformidad con el artículo 333 de la Constitución Política. En ningún caso el 

modelo de limitación de la responsabilidad previsto para las sociedades por 

acciones simplificadas expone a los trabajadores al riesgo de hacer inexigibles 

sus derechos, en tanto que la legislación y la jurisprudencia ha dispuesto para el 

reclamo de sus acreencias diversos mecanismos legales y jurisprudenciales 

(Corte Constitucional, 2014). 

También, es precisa la Corte a la hora de definir la responsabilidad de los 

accionistas sobre las obligaciones de estos para los regímenes de contribución que 
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deben tener sobre sus empleados, equiparando a las S.A.S., a otro tipo de sociedades 

empresariales, ya que, sería desproporcionada la idea de crear condiciones diferentes 

para el funcionamiento de estas, por lo tanto, emite la Sentencia C-237/14 que dice: 

…el legislador no viola el principio de igualdad de los trabajadores de una 

sociedad por acciones simplificada, al establecer el mismo régimen de protección 

a las obligaciones laborales que se da a cualquier otro tipo de obligaciones, con 

relación a que los accionistas no serán responsables, salvo casos de fraude, más 

allá de sus aportes a la sociedad. Para determinar si el régimen de las obligaciones 

laborales es especial, tal como lo exige la Constitución, es necesario considerar 

el régimen de protección de forma integral, a excepción de aquellos casos en los 

que la medida legislativa, individualmente considerada es (1) arbitraria o (2) 

desmejora o iguala, según sea el caso, de manera evidente y sin razón aparente, 

a los beneficiarios del régimen que requiere protección especial frente al régimen 

general (Corte Constitucional, 2014). 

Esto ha permitido que la creación de empresa haya aumentado de acuerdo con 

los años, teniendo en cuenta que a partir de la promulgación de la Ley 1258 de 2008, 

han pasado ya 13 años y unos meses; para el 2021 Confecámaras (Confederación 

Colombiana de Cámaras de Comercio) hacía un recuento en cuanto al crecimiento 

empresarial en el año, registrando datos de personas naturales y nuevas sociedades: 

La creación de sociedades y personas naturales aumentó entre enero y diciembre 

de 2021. Las sociedades crecieron 14,6% respecto a 2020 al pasar de 68.853 a 

78.880 en 2021. En tanto, las matrículas de personas naturales pasaron de 

209.449 a 228.799, lo que representa una variación positiva de 9,2%.  

(Confecámaras, 2021) 

Lo que frente a la coyuntura vivida por el Covid-19 en el país, es alentador al 

verificar el crecimiento en la fundación de nuevas empresas, demostrando así la 

recuperación de la economía y el interés de las personas. No obstante, es relevante 

destacar que los datos mostrados anteriormente no permiten identificar la proporción de 

empresas S.A.S. establecidas en dicho período. 
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4. Conclusiones. 

     La Superintendencia de Sociedades, interviene administrativamente a las Sociedades 

por Acciones Simplificadas, mediante mecanismos como la inspección, vigilancia y 

control, transversalizando sus funciones administrativas en torno a este tipo de sociedad 

mercantil.  

La Corte Constitucional respalda las distintas formas en las que esta entidad interviene 

administrativamente a las S.A.S., resaltando la importancia de dicho ejercicio por el papel 

que juega esta forma de asociación empresarial en el desarrollo de Colombia y 

legitimando su actuar ante la Constitución y las Leyes.  

Las Sociedades por Acciones Simplificadas, son un gran avance para la fundación 

de empresa en Colombia, permitiendo así a muchos emprendedores acceder a la 

formalidad, para lo cual, los trámites que esta exige son de fácil constitución y acceso, 

contribuyendo de esta forma al crecimiento de la economía y a la generación de empleo, 

propósito por el cual fue creada la Ley 1258 de 2008 y en la cual se faculta a la 

Superintendencia de Sociedades para ser el ente vigilante. 

Asimismo, la Superintendencia de Sociedades está llamada a inspeccionar de 

manera ocasional a las empresas que esta entidad crea necesario para verificar bajo sus 

lineamientos la información que esta requiera y comprobar cuál es el manejo que se le 

está dando a la sociedad, también, vigilar que el funcionamiento de esta se apegue a los 

estatutos promulgados y a las leyes y controlar con carácter de ordenanza que se cumpla 

con los correctivos que se deben aplicar cuando una S.A.S., así lo amerite.  
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